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			Presentación

			Carlos Carrión Crespo1

			El presente estudio trata sobre un segmento importante del servicio público, tanto cualitativa como cuantitativamente. Buena parte de los servicios al ciudadano se ofrecen directamente a través de más de medio millón de gobiernos locales, incluyendo los servicios de salud, educación y recojo de desperdicios sólidos. Como consecuencia, la fuerza trabajadora local es mayor que su contraparte en la rama ejecutiva y sobre ellos recaen muchos de los esfuerzos por combatir la pobreza, el desempleo, las desigualdades y las carencias de agua y electricidad, entre otros objetivos de desarrollo sostenible (ODS). Estas necesidades están cambiando, puesto que desde el principio del siglo la población urbana es, por primera vez, mayor que la rural. Sin embargo, la cobertura de las normas internacionales del trabajo sobre estos trabajadores es limitada por su aplicación directa a los gobiernos nacionales, y en la práctica por la falta de participación de los gobiernos subnacionales en los foros internacionales. Además, para 2018 solo 33 países informaron a la OIT cuántos empleados subnacionales tenían.

			Esta publicación consiste en los materiales que preparó el profesor Canessa Montejo como parte de una serie de estudios que abarcaban los gobiernos subnacionales en América Latina, además de África, Europa y el sur y el sureste de Asia. La OIT ha publicado un resumen de estos materiales2, pero entendemos que los originales, más extensos, constituyen una valiosa contribución al debate sobre el trabajo decente en grupos específicos de trabajadores. En este trabajo, el profesor Canessa Montejo examina las condiciones de trabajo de los estos empleados a través de diversas fuentes primarias como textos legislativos y legales, presupuestos y entrevistas con los funcionarios ejecutivos de los respectivos gobiernos y los sindicatos que los representan. Al examinar el tema de esta manera, podemos atisbar a la realidad diaria del trabajo y las razones que pueden haber motivado a los trabajadores a forjar acciones colectivas para atender sus necesidades, incluso tratar de influir en el quehacer de los gobiernos a los que sirven, durante las transiciones que se dan en los procesos laborales. Los trabajadores buscan encontrarles sentido tratando de “enmarcar los problemas, resolver las sorpresas, construir significados, interactuar en busca de comprensión mutua y construir patrones”3. Esto se puede realizar de forma individual o colectiva, y a menudo de ambas formas mediante la organización de sindicatos.

			Los estudios regionales mencionados revelan la diversidad de motivos que han llevado a los países a delegar servicios públicos a los gobiernos subnacionales. En África, por ejemplo, varios países lo han hecho para paliar conflictos internos. En otros casos, ha sido para atender reclamos de las instituciones financieras internacionales. El programa de ajuste económico para Grecia pedía la fusión de municipios, prefecturas y regiones con el objetivo de reducir los costes operativos y la masa salarial, llamado el programa “Kallikratis”4. Alemania, Estonia, Italia y Japón habían realizado ejercicios similares anteriormente5. Además, se han hallado “835 ejemplos de (re)municipalización de servicios públicos en todo el mundo desde el año 2000 [hasta 2018], en los que han participado más de 1.600 municipios de 45 países”6, los cuales han optado por revocar muchas de las privatizaciones realizadas en décadas anteriores.

			Estos ejercicios buscan aumentar la eficiencia de los servicios públicos, con resultados mixtos. En muchos casos, la delegación ha conllevado la transferencia de cargas presupuestales que los gobiernos nacionales han atendido con éxito variable y los gobiernos subnacionales han implementado con una diversidad de prácticas laborales, que se podrán ver en este estudio. Mientras en muchos casos tiene el efecto deseado, en Camerún la voluntad política fue débil7 y el gobierno central de Mozambique rescindió partes de la descentralización luego de que logró el desarme de los grupos armados8. En Grecia, el esfuerzo  de Kallikratis fue un factor en la reducción de hasta 31 % en la inversión per cápita y de 5 % en el PIB per cápita9.

			Una consideración importante al estudiar los gobiernos subnacionales es la fuente de financiación de los servicios públicos subnacionales. Mientras los gobiernos nacionales tienen la potestad de establecer y administrar los sistemas impositivos que les proveen recursos, muchos gobiernos subnacionales dependen de fuentes de ingresos específicas y tienen menos flexibilidad para recaudar fondos. Otras entidades subnacionales como las empresas de suministro de electricidad o agua pueden establecer sus tarifas dentro de márgenes estrictos, los cuales a veces los ubican en desventaja competitiva con empresas privadas que sirven los mismos mercados. Por esta y otras razones, la CEACR considera a los trabajadores de gobiernos subnacionales como empleados de la administración pública, pero no de la administración del estado, pues esta denominación cubre solo aquellos que ejercen poderes delegados a las entidades de los gobiernos nacionales.

			En el informe para la discusión de la Reunión paritaria sobre el impacto de la descentralización y la privatización en los servicios municipales de 2001, la OIT resumió algunos de los desafíos que esto planteaba, y que a mi juicio prevalecen hoy día:

			En muchos países, sobre todo en los países en desarrollo y en proceso de transición, los gobiernos locales con pocos medios suelen ser incapaces de suministrar los servicios mínimos ya que muy a menudo carecen de los recursos financieros necesarios. No tienen la capacidad de movilizar esos recursos porque con frecuencia no disponen de la suficiente autoridad fiscal, al existir importantes sectores de su población que no forman parte de los contribuyentes al fisco y que no son clientes de los servicios por pertenecer a la economía informal. Además, las municipalidades y los gobiernos locales suelen carecer de la fuerza económica y de la capacidad financiera necesarias para tener acceso a los mercados de capital10.

			Además, las autoridades subnacionales tienen unas jerarquías internas distintas a los gobiernos nacionales. Mientras los sindicatos de empleados públicos nacionales trabajan en ministerios y otras entidades cuyas autoridades son delegadas por ley, los alcaldes y ejecutivos de entidades subnacionales tienen relaciones más directas tanto con las poblaciones como con los empleados y los partidos políticos, por lo que sus características personales son mucho más importantes.

			Para uniformar estas prácticas en todos los niveles, la OIT ha adoptado 190 convenios de los cuales alrededor de 80 se encuentran vigentes. Estos tratan desde los horarios de trabajo hasta la violencia en el trabajo, pasando por la protección social y otros elementos de la relación de empleo. Algunos de ellos aplican a ocupaciones o sectores específicos, pero la mayoría son de aplicación general incluyendo los trabajadores de gobiernos subnacionales. Entre estos se destacan los convenios considerados fundamentales (de aplicación obligatoria por todos los estados miembros) bajo la resolución adoptada en 1998 y enmendada posteriormente: sobre trabajo infantil, libertad sindical, igualdad y no discriminación, y (desde 2022) la seguridad y salud en el trabajo. Afortunadamente, el trabajo en los gobiernos subnacionales no presenta grandes desafíos en torno al trabajo forzoso e infantil, de modo que este estudio se concentra sobre los relativos a la libertad sindical e igualdad y no discriminación.

			Sin embargo, debemos tener en cuenta que estos convenios son muy útiles para la implementación adecuada de otros convenios relevantes, como el Convenio sobre el personal de enfermería, 1977 (núm. 149), el cual requiere del diálogo social con las organizaciones de trabajadores en su implementación. En particular, este estudio trata sobre temas cubiertos por el Convenio sobre la protección del salario, 1949 (núm. 95) (ratificado por 99 Estados miembros, entre ellos, tres aquí estudiados), el Convenio sobre la fijación de salarios mínimos, 1970 (núm. 131) y el Convenio sobre consultas tripartitas (normas internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144, ratificado por 157 países, entre ellos, todos los aquí estudiados). Otros convenios son también relevantes: a modo de ilustración, al momento de redactar este escrito hay reclamaciones pendientes de conciliación entre la Federación Nacional de Trabajadores Municipales de Chile y el gobierno respecto al Convenio sobre el seguro de vejez (industria, etc.), 1933 (núm. 35) y Convenio sobre el seguro de invalidez (industria, etc.), 1933 (núm. 37) y en torno al Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) sometida por la Internacional de Servicios Públicos, la Federación Nacional de Obreros de los Gobiernos Provinciales del Ecuador y la Confederación Nacional de Servidores Públicos del Ecuador (CONASEP).

			No podemos subestimar la necesidad de establecer mecanismos de prevención y resolución de conflictos en el servicio público subnacional. Por ejemplo, los servicios públicos de urgencia se ofrecen 24 horas al día y por fuerzas de trabajo más reducidas que los servicios públicos nacionales, por lo que las negociaciones sobre horario de trabajo y seguridad y salud cobran una importancia vital. Estos servicios también son considerados esenciales, por lo que no pueden interrumpirse mediante huelgas y las negociaciones necesitan mecanismos alternos de resolución de conflictos. El gobierno del Reino Unido, por ejemplo, establece una Junta Nacional Paritaria de la Autoridad Local de los Servicios de Bomberos y Rescate que permiten a las partes negociales subnacionales referir los temas en conflicto a negociaciones nacionales. De este modo, se procura mantener las negociaciones activas sin por ello reducir la capacidad de presión de los sindicatos.

			Otros servicios esenciales, como el suministro de agua y electricidad, también se ofrecen a nivel subnacional en una gran cantidad de países. Tuve el privilegio de coordinar un programa de acción de la OIT para promover el diálogo social en estos servicios en cuatro países, entre ellos el Perú, donde las empresas públicas de saneamiento son consorcios intermunicipales. En este contexto, los sindicatos se planteaban la necesidad de proteger el carácter público del servicio de suministro de agua y saneamiento contra las amenazas de privatización, por lo que los temas de negociación prioritarios se relacionaban al agua como derecho humano, es decir, fuera de los ámbitos normales de negociación en el sector privado de la economía.

			Los gobiernos subnacionales son, además, los principales gestores de los desperdicios sólidos, que si bien la CEACR no considera un servicio esencial pueden ser tratados como tales si su carencia prolongada amenaza la salud o vida de parte o toda la población. Al decir de un sindicato parisino, “Nunca nos ves cuando estamos cerca, pero cuando no estamos, la ciudad entera se derrumba”11. Es un trabajo muy mal compensado, insalubre y poco reconocido, pero las huelgas han sido verdaderos hitos: desde la huelga de 1911 en Nueva York en protesta por haber sido ordenados a trabajar en el frío de la noche invernal para que nadie los viera, hasta las de Menfis, EE. UU., y la de Durban en 1973 que dieron pie a luchas exitosas por los derechos civiles, fueron dentro de los servicios municipales12. El lema de la huelga de Menfis, “yo soy un hombre” resume sucintamente lo que señaló un periodista en 2023: “[a]l revelar las desigualdades sociales y hacer visible la disfunción urbana, las huelgas sanitarias como la que ahora sacude a París pueden ser herramientas efectivas para el cambio y señales de una discordia mayor”13. Otro autor subraya que estas huelgas “son efectivas porque demuestran el valor del trabajo de los trabajadores al ser sustraído, pero también porque la resonancia material-semiótica de la basura como desperdicio la convierte en un tema de rebelión particularmente poderoso”14.

			Sin embargo, históricamente los trabajadores subnacionales han carecido de voz al determinar sus condiciones de trabajo. Podemos decir que los gobiernos subnacionales son la “última frontera” de los derechos sindicales de los empleados públicos, y la aplicación de las normas internacionales sobre libertad sindical a los empleados subnacionales es poco comprendida, a pesar de que la actividad sindical es muy intensa. En un trabajo anterior, el profesor Canessa Montejo explicó cómo aplican los convenios sobre libertad sindical a los diferentes grupos de empleados públicos15: en esta ocasión, abordaré el tema desde la perspectiva exclusiva de los empleados que nos ocupan.

			El Convenio de la OIT sobre libertad sindical de 1948 (núm. 87), considerado un convenio fundamental, cubre a todos los trabajadores sin excepción. Es notable que (no por casualidad) este convenio se adoptó el mismo año que la Declaración de Derechos Humanos, que se dirige a atender los derechos individuales mientras el Convenio Núm. 87 atiende derechos colectivos. El Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva de 1949 (núm. 98) cubre a todos los trabajadores, con la excepción de los funcionarios públicos en la administración del Estado, por lo cual aplica directamente a los empleados municipales. El Convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración pública de 1978 (núm. 151), a su vez, aplica “a todas las personas empleadas por la administración pública, en la medida en que no les sean aplicables disposiciones más favorables de otros convenios internacionales del trabajo”, lo cual la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT ha interpretado como de aplicación a los gobiernos subnacionales. Como indica su título, este Convenio no se limita a regular la libertad sindical ni la negociación colectiva, sino que abarca las relaciones laborales en diversos aspectos: así, incluye garantías a las facilidades que deben concederse a las organizaciones de empleados públicos, la resolución de conflictos “que se planteen con motivo de la determinación de las condiciones de empleo”, y la protección de los derechos civiles y políticos “esenciales para el ejercicio normal de la libertad sindical, a reserva solamente de las obligaciones que se deriven de su condición y de la naturaleza de sus funciones”.

			Además, el Convenio sobre la negociación colectiva, 1981 (núm. 154) aplica a “todas las ramas de actividad económica”, con la salvedad de que “[e]n lo que se refiere a la administración pública, la legislación o la práctica nacionales podrán fijar modalidades particulares de aplicación de este Convenio”. La CEACR ha indicado que es de aplicación a “los empleados de empresas públicas, los empleados municipales y los de entidades descentralizadas”16. El párrafo 4 de la Recomendación núm. 163, que acompaña dicho convenio, se refiere a los niveles de negociación, incluyendo el subnacional:

			1)	En caso necesario, se deberían adoptar medidas adecuadas a las condiciones nacionales para que la negociación colectiva pueda desarrollarse en cualquier nivel, y en particular a nivel del establecimiento, de la empresa, de la rama de actividad, de la industria y a nivel regional o nacional.

			2)	En los países en que la negociación colectiva se desarrolle en varios niveles, las partes negociadoras deberían velar por que exista coordinación entre ellos.

			En este sentido, el Convenio Núm. 154 detalla las metas y condiciones para una negociación colectiva eficaz. Según el artículo 2, esta debe tener “el fin de: (a) fijar las condiciones de trabajo y empleo, o (b) regular las relaciones entre empleadores y trabajadores, o (c) regular las relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines a la vez”. Asimismo, el artículo 5(2) establece que las negociaciones deberán tener los siguientes fines:

			a)	la negociación colectiva sea posibilitada a todos los empleadores y a todas las categorías de trabajadores de las ramas de actividad a que se aplique el presente Convenio;

			b)	la negociación colectiva sea progresivamente extendida a todas las materias a que se refieren los apartados a), b) y c) del artículo 2 del presente Convenio;

			c)	sea fomentado el establecimiento de reglas de procedimiento convenidas entre las organizaciones de los empleadores y las organizaciones de los trabajadores;

			d)	la negociación colectiva no resulte obstaculizada por la inexistencia de reglas que rijan su desarrollo o la insuficiencia o el carácter impropio de tales reglas;

			e)	los órganos y procedimientos de solución de los conflictos laborales estén concebidos de tal manera que contribuyan a fomentar la negociación colectiva.

			Este listado presenta grandes oportunidades para que los empleados de los gobiernos subnacionales participen en la determinación de sus condiciones de trabajo, a través de sus organizaciones. El procedimiento de negociación colectiva dispuesto en el Convenio Núm. 98 representa una de las “disposiciones más favorables” a las que se refiere el Convenio Núm. 151. La negociación colectiva se reconoce como más favorable que las consultas dispuestas en este último, que permite a los gobiernos nacionales dos opciones: (1) los “procedimientos de negociación entre las autoridades públicas competentes y las organizaciones de empleados públicos acerca de las condiciones de empleo”, o (2) “cualesquiera otros métodos que permitan a los representantes de los empleados públicos participar en la determinación de dichas condiciones”.

			Bajo el Convenio Núm. 98, esto no es suficiente: es necesario promover la “negociación voluntaria, con objeto de reglamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo”. Contrario al Convenio Núm. 151, la negociación debe ser de naturaleza contractual. Los otros artículos del Convenio Núm. 151 son de plena aplicación a los empleados de los gobiernos subnacionales, es decir, éstos deben garantizarse facilidades para el desempeño efectivo de las organizaciones de trabajadores, sin menoscabar la eficiencia del servicio; establecer mecanismos de resolución de conflictos surgidos en la negociación colectiva; y respetar el ejercicio de los derechos civiles y políticos de los empleados, siempre que los ejerzan dentro del ejercicio de la libertad sindical y respetando “las obligaciones que se deriven de su condición y de la naturaleza de sus funciones”.

			Ahora bien, muchos gobiernos subnacionales también han recurrido a la contratación de empresas privadas para llevar a cabo servicios delegados a ellos. Aunque no es un convenio sobre libertad sindical, el Convenio sobre las cláusulas de trabajo (contratos celebrados por las autoridades públicas), 1949 (núm. 94) es muy relevante en estos casos. En el Estudio General sobre este Convenio, publicado en 2008, la Comisión de Expertos explicó:

			[E]l Convenio núm. 94 se refiere ante todo a los contratos concluidos por una autoridad central. Expresamente permite, sin embargo, su aplicación a otras autoridades según lo decidan libremente las autoridades nacionales competentes. Los cambios en las estructuras de la administración pública descentralizada también pueden haber tenido como efecto, en algunos casos, permitir la exclusión de un gran número de personas que trabajan en el marco de contratos públicos concluidos con autoridades no centrales a las cuales las autoridades nacionales competentes no han obligado a incluir cláusulas de trabajo en los contratos públicos que hayan celebrado17.

			En el caso que los gobiernos extiendan su aplicación a los gobiernos subnacionales, el artículo 2(1) del convenio establece que los contratos de trabajo “deberán contener cláusulas que garanticen a los trabajadores interesados salarios (comprendidas las asignaciones), horas de trabajo y demás condiciones de empleo no menos favorables que las establecidas para un trabajo de igual naturaleza en la profesión o industria interesada de la misma región” mediante convenios colectivos, laudo arbitral o legislación nacional. De este modo, los métodos de determinación de condiciones de trabajo para el rubro que se subcontrata tienen un impacto sobre los trabajadores contratados por los gobiernos subnacionales.

			Este marco presenta grandes oportunidades para que los gobiernos subnacionales lleven a cabo sus actividades en un clima laboral que motive a los empleados y promueva una administración eficiente. Al decir de la Comisión de Expertos:

			La negociación colectiva tiene ventajas para los funcionarios porque es una herramienta de motivación, reconocimiento social y dignidad, pero también para la administración, que pueden encontrar en los compromisos adquiridos con los sindicatos una ayuda para poner en práctica los principios esenciales mencionados que rigen la gestión pública en los estados democráticos y una herramienta eficaz para una gestión satisfactoria de los recursos humanos, favoreciendo de este modo la calidad de los servicios que se prestan a los ciudadanos18.

			La Comisión de Expertos, además, entiende que el diálogo social permite enfrentar los desafíos planteados a la administración pública, a saber:

			la prestación de servicios de alta calidad en las numerosas instituciones públicas (a menudo de importancia vital y muy complejas), un personal suficientemente calificado y motivado, y una gestión pública y una cultura administrativa dinámicas y despolitizadas que favorezcan los valores éticos y la lucha contra la corrupción administrativa, que integren las nuevas tecnologías y se basen en los principios de confidencialidad, responsabilidad, fiabilidad y transparencia en la gestión y en el principio de no discriminación, tanto por lo que se refiere al acceso al empleo como a las prestaciones y servicios que se brindan a los ciudadanos19.

			Venezuela fue tal vez el primer gobierno en reconocer este derecho a los empleados de gobiernos subnacionales, pues la ley incluyó desde 1936 a “los obreros al servicio de la nación, los Estados y Municipios”20 en el régimen de negociación colectiva: pero la referencia a “obreros” excluía a los funcionarios. En 1945, el gobierno de la provincia canadiense de Saskatchewan legisló la negociación colectiva para sus trabajadores. La OIT comenzó a estudiar el tema en 1963, y concluyó en 1970 que “en años recientes hubo una tendencia marcada hacia lo contestatario en esta área y este fenómeno sociológico tendió a generar nuevas formas de participación”21. Pero pocos gobiernos nacionales habían reconocido la negociación colectiva de los trabajadores gubernamentales.

			Uno de los problemas mayores que encontró la OIT en los países que estudió fue la ausencia de organizaciones capaces de representar a los trabajadores. Ciertos países europeos y sus antiguas colonias en África, Asia y el Mediano Oriente tenían leyes que permitían la consulta formal o informal22. Los EE. UU. vieron un crecimiento fuerte en el reconocimiento de derechos sindicales a los empleados públicos, y especialmente los subnacionales, desde 1960. En 1973 la proporción de trabajadores sindicados en los gobiernos locales, estatales y federales de los EE. UU. alcanzó 33 %; entre los de los municipios, llegó a 90 % y guardaba una proporción directa con el tamaño del municipio23.

			Pero los gobiernos latinoamericanos se mostraban reacios a abandonar el concepto de soberanía indelegable en las decisiones laborales. Aunque el concepto de relación contractual de empleo iba tomando arraigo entre los trabajadores gubernamentales, esto ha sido adoptado más lentamente entre los gobiernos subnacionales. En mi país, Puerto Rico, el gobierno permitió en 1961 los descuentos salariales voluntarios para cuotas sindicales, pero ese mismo año el Departamento de Justicia declaró que los municipios no tenían la facultad de negociar con sus trabajadores por falta de delegación expresa, y el contralor emitió informes de auditoría de varios municipios en los que señalaba que las negociaciones colectivas eran ilegales24.

			Los gobiernos subnacionales a través del mundo han abordado el diálogo social para el servicio público subnacional de diversas formas. En Francia, por ejemplo, los gobiernos subnacionales afrontaron los retos de la crisis económica de 2008 con una intensidad mayor de diálogo social que el gobierno nacional. El municipio filipino de Bislig y el sindicato de sus empleados, a su vez, han establecido mediante convenio colectivo una comisión consultiva mixta de gestión laboral que lleva a cabo “consultas y sesiones periódicas de diálogo para lograr unas relaciones laborales saludables, justas y sólidas”, examina y acuerda cuestiones relacionadas con programas sobre productividad, y asesora al alcalde y otros directivos locales interesados de la ciudad con respecto a cualquier asunto que afecte a las condiciones de empleo abarcadas o incluidas en el acuerdo de negociación colectiva. De forma similar, el convenio colectivo básico que ampara a los empleados gubernamentales locales en Suecia introduce “un enfoque común sobre cómo puede desarrollarse la colaboración y cómo puede combinarse un funcionamiento eficaz con una vida laboral sostenible en las autoridades locales, los consejos de condado y las regiones […] como fuente de inspiración para nuevas ideas y avances”.

			En Sudáfrica, el Convenio Colectivo Principal negociado en el seno del Consejo de negociación colectiva de los gobiernos locales establece Foros Laborales Locales con representación equitativa de las partes, cuyas funciones incluyen discutir sobre asuntos no negociables “de interés mutuo en relación con el lugar de trabajo” o que el consejo les remita. El consejo fue establecido en 1997 como un foro de negociación único que cubre a los gobiernos locales. De este modo, podemos ver cómo los diferentes gobiernos han aprovechado la negociación colectiva para trascender las condiciones de trabajo y dar voz a sus empleados, o al decir de Bonifacio y Favilene, “una oportunidad para desarmar la conflictividad en el sector público”25.

			Las diferencias en la forma de manejar las relaciones laborales en los gobiernos de los diversos países se deben a las divergencias entre sus tradiciones legales, sistemas políticos y factores ideológicos y religiosos26. En algunos casos, las reformas del servicio civil acarrearon el abandono del paradigma del derecho administrativo por el del derecho laboral colectivo27. El primero considera que todas las áreas de actividad estatal se rigen por la delegación limitada de poderes a las agencias administrativas, mientras que el segundo protege la negociación de las condiciones de trabajo por patronos y representantes de los trabajadores. Esto es lo que Hernández Álvarez denomina el “tránsito de la concepción estatutaria a la concepción laboralista”28 en América Latina, cuando la relación de empleo como producto de la legislación administrativa adquirió contornos de relaciones contractuales.

			La Reunión tripartita sobre la incidencia de la descentralización y la privatización en los servicios municipales, celebrada en Ginebra el 2001, concluyó que “[e]l diálogo social es un requisito previo esencial para preparar, llevar a cabo y evaluar la descentralización y la privatización”. Además,

			El diálogo social no es un momento único sino un proceso continuado de consulta y/o negociación entre los empleadores, tanto públicos como privados, y los representantes de los trabajadores que sólo termina cuando termina la reforma. Es un proceso que puede ser largo y requerir tiempo pero se compensa con buenos resultados gracias a la participación de todas las partes interesadas en la toma de decisiones. Este proceso puede llevarse a cabo en diferentes etapas y debería fortalecerse con un diálogo externo entre el municipio en tanto que estructura estatal responsable y los ciudadanos y usuarios.

			Los temas de negociación en los gobiernos subnacionales son muy diversos y difieren de los que caracterizan los gobiernos nacionales, a causa de la descentralización de los sistemas negociales y de los servicios específicos delegados a los niveles subnacionales. En la Unión Europea, por ejemplo, los sindicatos y el Consejo de Municipalidades y Regiones de Europa, que representa 100,000 gobiernos locales en 40 países europeos29, ha discutido “temas de interés común, como la violencia en el trabajo, los cambios demográficos, las diferentes formas de suministro de servicios, la formación y el aprendizaje permanente”30. En los diversos países de Europa existen mecanismos adicionales de diálogo social que superan los temas tradicionales de negociación colectiva. Esta es una característica fundamental del servicio público a todos los niveles: la ruptura con el modelo de negociaciones estrictamente económica de horas, salarios y condiciones de trabajo, para empoderar a los empleados en sus labores, promover ambientes de trabajo armoniosos, la productividad y el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) a nivel subnacional. Es decir, los gobiernos y sindicatos subnacionales interpretan ampliamente la dicotomía entre lo negociable y lo innegociable que distingue el vocabulario de las relaciones laborales de los otros sistemas sociales31.

			La influencia de los partidos y líderes políticos, antes mencionada, también se siente sobre el diálogo social, en vista de la autonomía que generalmente disfrutan los gobiernos subnacionales. Por ejemplo, en los municipios de Puerto Rico las negociaciones entre los sindicatos y el alcalde han dependido de la ideología del alcalde y de la capacidad de presión de los sindicatos. En la capital, San Juan, las negociaciones colectivas de los empleados de hospitales dependían de este último factor exclusivamente hasta que una alcaldesa en 2013 estableció un mecanismo de negociación colectiva con pleno reconocimiento a los sindicatos. Matías Cremonte, presidente de la Asociación Latinoamericana de Abogados Laboralistas, discute estas limitaciones:

			El principal obstáculo para que se desarrollen procesos de negociación colectiva en el sector público es de origen cultural, fundamentalmente de parte de los gobernantes. Desde una postura autoritaria, el botín de guerra de las elecciones es el Sector Público, y quien gana las elecciones tiene derecho a designar a sus adherentes en los puestos de trabajo en la AP. El Estado es propiedad de la fuerza política que gana las elecciones. Es una cuestión cultural en política. Ante la negociación colectiva, sienten que pierden poder, sin embargo, la experiencia cambia la percepción (en los municipios donde se logró que haya negociación colectiva, han admitido que la situación mejora), genera tranquilidad y mayor tiempo disponible, ya que disminuye el desorden (cuestiones que se dejan de una administración a otra: inestabilidad, contratos, son problemas a los que debe dedicarse mucho tiempo en un marco de conflictividad). El tema cultural tiene que ver con el Estado, pero también con falta de cultura de los sindicatos o de los trabajadores, por desconocimiento, por insuficiencia de una gimnasia distinta que no significa no estar organizados; tal vez, es no contar con una práctica en la negociación colectiva. Puede ser que el conflicto sea más fácil en la práctica cotidiana, que luego firmar un acta… la desconfianza de “que me quieren hacer meter en el convenio” existe, también, porque es una práctica que ha permitido introducir cuestiones en la agenda difíciles de lograr que se discutan32.

			A base de lo discutido hasta ahora, el profesor Canessa examina las condiciones de trabajo de los trabajadores de gobiernos subnacionales en América Latina. Se trata de un área de estudio muy rica e inexplorada, extremadamente compleja por la enorme cantidad de unidades de estudio.

			Los trabajadores regionales, provinciales, municipales y de empresas de servicios locales requieren la mayor comprensión de sus condiciones de trabajo, las cuales difieren de otros sectores de la economía e incluso de otros grupos de empleados públicos. En este estudio, hemos visto cuán distintas son las condiciones laborales de los empleados de los gobiernos subnacionales de las del sector privado, e incluso de las del servicio público en general. Esto requiere un enfoque diferente al de los estudios comparativos entre países más comunes, porque “dado que cada sector se caracteriza por productos y mercados laborales específicos, lo que resulta en diferentes fuerzas laborales, diferentes prácticas laborales y diferentes contextos económicos”33. Como afirmó la entonces directora del Departamento de Políticas Sectoriales de la OIT en 2010, “[s]i bien el diálogo social a nivel nacional (tanto sectorial como multisectorial) tiene atributos reconocidos, al mismo tiempo […] hay problemas a nivel local relacionados con el trabajo que varían según el municipio y son difíciles de capturar a nivel nacional”34. Las condiciones de trabajo son diferentes en los gobiernos subnacionales de cada país, pero las diferencias con otros grupos de trabajadores también son notables. Como resultado, las condiciones laborales y el estatus de los funcionarios y empleados públicos en los gobiernos subnacionales no siguen patrones nacionales, sino que resultan de las dinámicas comunes entre los trabajadores de los gobiernos subnacionales en los países estudiados.

			En la publicación de la OIT, el profesor Canessa resume sus hallazgos del siguiente modo:

			En base al análisis de la normativa nacional, la práctica de las entidades públicas y las estadísticas oficiales, el estudio revela que predominan tres tipos regímenes laborales en la estructura del empleo público de los cinco países estudiados […] En primer lugar, el régimen de la carrera administrativa que regula el ingreso al empleo público en base a un examen de méritos dentro de una convocatoria pública y que luego de un período otorga estabilidad con el nombramiento del servidor público. Aquí se ubica la mayoría de los trabajadores. En segundo lugar, el régimen de empleo público temporal que permite la contratación de personal para cumplir tareas ocasionales o de asesoría, también para reemplazar a servidores públicos que están de vacaciones o con suspensión de labores (licencias). En tercer lugar, el régimen de contratación civil, mayormente por medio de contratos de locación o prestación de servicios. A este personal no se le aplica ninguna norma laboral protectora.

			Además, Canessa Montejo estudia la distribución del personal a través de los diferentes servicios que brindan los gobiernos locales y regionales en cada país, sus ingresos, la profesión y la situación de sus derechos colectivos. Concluye que los gobiernos subnacionales contratan a la mayoría de los empleados públicos, pero tienen unas condiciones de trabajo inferiores a los de los gobiernos nacionales en todos los renglones estudiados, especialmente en cuanto a la aplicación en la práctica de los derechos laborales colectivos —que, como vimos, son el fundamento para la consecución de las otras reivindicaciones— y en cuanto a los empleados que no han accedido a carreras administrativas.

			La selección de países es crucial para brindar la diversidad representativa de los gobiernos subnacionales en América Latina. Analiza cuatro de los diez países de América del Sur y uno de los seis de América Central (Belice, Guyana y Surinam se consideran caribeños) que incluye una diversidad en niveles de descentralización, ingreso nacional y tamaño poblacional; países que cuentan con estadísticas oficiales; y que han ratificado el Convenio núm. 151, lo que les sujeta a la jurisdicción de los órganos de control de la OIT y estos pueden comentar sobre su legislación nacional.

			Canessa Montejo privilegia los marcos institucionales de las relaciones de trabajo a base de las estadísticas disponibles, a pesar de que solo Argentina y Brasil proveen datos específicos sobre este grupo de trabajadores. De este modo, podemos evaluar los contextos en los que se llevan a cabo las negociaciones formales, informales y hasta individuales que forman la base de la relación laboral y que producen el conjunto de las condiciones de trabajo. Esto nos permite abordar el trabajo en los gobiernos subnacionales desde el neoinstitucionalismo sociológico que, en lugar de ver las instituciones como estructuras intermediarias neutrales o agentes colectivos totalmente autónomos, las considera como reguladores fluctuantes de acceso a los procesos políticos, sociales y culturales35. Estos elementos indican que la capacidad de negociación está presente en el taller de trabajo aunque no se le haya formalizado, de modo que los diferentes actores (trabajadores, organizaciones representativas, autoridades municipales, partidos políticos, ciudadanos, etc.) pueden influir sobre la habilidad de las instituciones para reglamentar el poder social a nivel subnacional.

			Esa visión institucional nos puede llevar a analizar el proceso el trabajo en cada instancia, es decir, las condiciones en las que los trabajadores subnacionales realizan su trabajo dentro de una jerarquía, negociando y aceptando las condiciones de trabajo correspondiente. La frecuencia de huelgas en los servicios públicos subnacionales, que conllevan el abandono del trabajo, evidencia brechas en el consenso necesario para mantener una relación laboral estable. Canessa Montejo revela que más del 80 % de las huelgas en el servicio público argentino se llevan a cabo en los servicios públicos subnacionales, mientras que en Brasil representan el 93 % o más. Por otro lado, el número de huelgas a este nivel en Colombia es levemente inferior a las que se dan a nivel nacional. En el caso de El Salvador la huelga está prohibida para los trabajadores públicos, incluyendo los de gobiernos subnacionales, por lo que la prohibición a dicho derecho es absoluta. Finalmente, en el caso de Perú, que sí le reconoce el derecho a la huelga a los servidores públicos en su Constitución, el Congreso derogó el artículo 45 de la Ley N.º 30057 – Ley del Servicio Civil, que regulaba el ejercicio del derecho a la huelga, lo que representó un retroceso en materia laboral; además, carece de información, actual e histórica, sobre huelgas en el sector público, por lo que la falta de transparencia del Estado imposibilita el análisis estadístico.

			De este modo, los estudios de los diferentes países nos muestran un cuadro en que los trabajadores de los gobiernos subnacionales tienen una alta densidad organizativa, pero más fragmentada que entre sus contrapartes en los gobiernos nacionales. Esta fragmentación también se da entre los gobiernos subnacionales, especialmente municipales, cuyas redes de intercambio de información no se extienden a las relaciones laborales.

			En Argentina, la Internacional de Servicios Públicos informó en 2017 que “la negociación colectiva a nivel municipal no existe en la mayoría de las 2189 municipalidades argentinas y sigue parcial y formalmente establecida solamente en 44 de los 135 municipios de la Provincia de Buenos Aires, donde se aplica la Ley de Paritarias”36. Esto refleja la baja cobertura de los convenios colectivos en otros niveles del servicio público que informa Canessa Montejo, a pesar de que los trabajadores del gobierno nacional están cubiertos por un convenio colectivo único. Brasil, por su parte, no ha logrado codificar legislativamente el Convenio núm. 151 desde que lo ratificó en 2010, aunque se han propuesto varios proyectos de ley. El Perú, que ratificó el convenio mediante la Constitución de 1979, solo tiene 44 convenios colectivos firmados en gobiernos locales y uno en gobiernos regionales entre 2016 y 2019. Los últimos años han visto una pugna continua entre el Ministerio de Economía y Finanzas y los tribunales en torno al acceso de los empleados públicos a las negociaciones salariales. Colombia ha avanzado en los últimos diez años en cuanto a las negociaciones colectivas con los trabajadores del gobierno nacional, pero ha impuesto límites a la remuneración que pueden negociar los municipios y los sindicatos37. Canessa identifica solo cinco convenios municipales en El Salvador en 2019. La Comisión de Expertos ha señalado las limitaciones que impone la ley salvadoreña al otorgar al Ministerio de Hacienda un poder de veto a los convenios colectivos en el servicio público después de negociados: para implementar las normas internacionales sobre liberad sindical, el ministerio debería intervenir durante las negociaciones o incluso antes, pero nunca después.

			A través del estudio, podemos ver que estas circunstancias nacionales y las otras variables como las diferentes formas de descentralización, ingreso nacional y tamaño poblacional, resultan en variaciones en las relaciones laborales entre los cinco países representativos estudiados. Además, podemos ver que las circunstancias arriba descritas (formas de financiación, funciones especiales de los gobiernos subnacionales, relación entre las jerarquías políticas subnacionales y los trabajadores, etc.), distinguen los gobiernos subnacionales de los nacionales de modo que las dinámicas del trabajo en los gobiernos subnacionales tienen una cantidad de características similares en los diferentes países, que las distinguen de otros sectores y aun de los gobiernos nacionales. Esto se evidencia no solo cuando vemos las diferencias que expone el profesor Canessa Montejo en densidad sindical en los empleos nacional y subnacional de cada país sino demás en otros indicadores, como por ejemplo los niveles de remuneración y de distribución por género del empleo.

			Podemos concluir que en este estudio, Canessa hace una valiosa contribución al estudio de este grupo de trabajadores que llevan a cabo actividades cruciales para el avance de la agenda de desarrollo sostenible, y abre el camino para futuras actividades que acompañen el esfuerzo por mejorar sus condiciones de trabajo y su ejercicio de la libertad sindical. Esto incluiría promover la implementación no solo del Convenio núm. 151 de la OIT a nivel subnacional sino los Convenios núm. 95 y 144, puesto que se ha prestado más atención a los trabajadores de los gobiernos nacionales. Además, sugiere la necesidad de promover la ratificación de los Convenios núm. 94 y 131 y realizar estudios pormenorizados sobre el proceso de trabajo en los gobiernos subnacionales. Estoy seguro de que los lectores y lectoras, incluyendo gestores y gestoras de políticas públicas relevantes, derivarán una rica fuente de información que aportará a dichas metas.
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Introducción38


			Los trabajos de investigación sobre el mundo del trabajo latinoamericano no suelen tener una perspectiva comparada, sino más bien enfocarse a estudios nacionales, donde las fronteras territoriales marcan el límite del análisis, cuando en realidad existen fuertes vasos comunicantes que se evidencian con legislaciones laborales muy similares, la estratificación común del empleo, etc. Por ello, este estudio se plantea estudiar el mundo del trabajo desde una perspectiva comparada, pero compartimentada, es decir, conservar el criterio nacional como el elemento definidor, pero analizándolo desde una serie de materias comunes: el empleo, los salarios, la prohibición de la discriminación, los derechos colectivos, etc. Asimismo, el estudio tiene un carácter interdisciplinario, donde se conjuga el análisis jurídico y la medición estadística, de modo que el fenómeno social se explica sobre la base de una lectura socio-jurídica integrada.

			Tengamos presente que las condiciones de trabajo y de empleo de los trabajadores del sector público en Latinoamérica suelen ser medidas por las estadísticas nacionales de una manera gruesa y siempre en comparación al sector privado, así se muestra el empleo y las remuneraciones entre ambos sectores. En menor medida, las estadísticas nacionales miden la formación profesional, las buenas prácticas laborales o el ejercicio de los derechos colectivos en el sector público (el número de organizaciones sindicales, el número de afiliados, el número de negociaciones colectivas, el número de huelgas, etc.). Esto último podría explicarse porque las disparidades en las regulaciones nacionales restringen estos derechos colectivos.

			A esto debemos agregar que los Estados nacionales no están constituidos en una única administración pública. El propio proceso de descentralización de los Estados unitarios o la distribución de competencias en los Estados federales, conduce a que el aparato público esté constituido por gobiernos subnacionales —término utilizado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (sus siglas en inglés, OECD)— para referirse a los gobiernos provinciales, departamentales, estaduales, municipales, locales, etc., distintos al gobierno nacional. Aquí las estadísticas sobre las condiciones de trabajo y de empleo de sus servidores públicos es mucho menor, porque suelen estar agrupados dentro del empleo público en general, a pesar de que su peso viene incrementándose sostenidamente por el propio proceso de modernización del Estado latinoamericano.

			El objetivo de este estudio es desarrollar un análisis global integral sobre las condiciones de trabajo y de empleo de los trabajadores de los gobiernos subnacionales. De este modo, arrojar luz sobre los derechos y condiciones laborales de este grupo de personas que laboran en el Estado.

			Para ello, el estudio selecciona cinco países de la región: Argentina, Brasil, Colombia, El Salvador y Perú, en razón que son países que cubren los modelos de Estados unitarios y federales, lo que permite analizar en base a su estructura y la distribución de competencias. Además, entre estos países seleccionados existen sustanciales diferencias de sus ingresos y tamaño poblacional, de modo que el estudio puede plantear parámetros que se acerquen a los demás países de la región. También cuentan con estadísticas oficiales que nos permiten atisbar directa o indirectamente la situación laboral de este específico grupo de trabajadores. Finalmente, estos cinco países tienen ratificado el Convenio núm. 151 de la OIT sobre las relaciones de trabajo en la Administración pública, lo que nos permite contar con una evaluación objetiva y certera sobre su legislación nacional desde los pronunciamientos de los órganos de control de la OIT.

			En base al objetivo del estudio y la selección de los países, se pone el énfasis de la investigación sobre el marco institucional (la regulación nacional) y las estadísticas del empleo público, específicamente en identificar los regímenes laborales del sector público y la contratación, distribuyéndolos en los tres niveles de gobierno —nacional, estadual o regional y local—, así como sus ingresos. Luego, trasladar el análisis a las políticas de formación profesional de su personal y las buenas prácticas laborales. Finalmente, analizar los derechos colectivos y la prohibición de la discriminación laboral en el sector público.

			Hay que tener presente que la prestación de servicios desde los gobiernos subnacionales es fundamental para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la Agenda 2030 de Naciones Unidas, en razón que la mayoría de sus competencias calzan con las tareas estatales para alcanzar las metas. Por ello, también este estudio es una contribución a ese proceso.

			Este estudio tuvo como antecedente la investigación que realice para la Organización Internacional del Trabajo (OIT)39 y que tuvo como contrapartes a la federación sindical internacional de los trabajadores del sector público (Public Services International) y la asociación mundial de gobiernos locales (United Cites and Local Governments), de modo que nos permitió contar con sus puntos de vistas, además de poder entrevistar a sindicalistas y autoridades locales de los cinco países. Aunque debemos resaltar que este estudio es exclusiva responsabilidad del autor y no compromete ni a la OIT ni las contrapartes mencionadas. Mi agradecimiento al organismo internacional por darme la oportunidad de realizar la original investigación.

			Asimismo, quiero agradecer a Palestra Editores por publicar esta investigación dentro del marco de colaboración que existe entre la editorial y la Maestría en Relaciones Laborales de la Pontificia Universidad Católica del Perú, con el objetivo común en fortalecer la divulgación de investigaciones que se enfoquen en el análisis de las personas y el mundo del trabajo. También mis gracias para Mayté y Jesé, ambos de Palestra, sin su enorme apoyo no hubiera sido posible tener la publicación. Mis últimas palabras de agradecimiento son para Carlos Carrión Crespo, quien tuvo la amabilidad de escribir la presentación del libro desde su enorme experiencia profesional en el sector público y dándose tiempo dentro de sus recargadas labores con la OIT en Ginebra.

			Lima, Marzo de 2023

			Miguel F. Canessa Montejo

			Director de la Maestría en Relaciones Laborales

			Pontificia Universidad Católica del Perú

			

			
				
					38	 El uso de un leguaje que no discrimine ni marque diferencias entre hombres y mujeres una preocupación en el estudio. Sin embargo, no hay acuerdo entre los lingüistas sobre la manera de hacerlo en nuestro idioma. En tal sentido y con el fin de evitar la sobrecarga gráfica que supondría utilizar en español o/a para marcar la existencia de ambos sexos, hemos optado por emplear el masculino genérico clásico, en el entendido de que todas las menciones en tal género representan siempre a mujeres y hombres.

				

				
					39	 Documento de Trabajo de la OIT 46: Estudio regional sobre las condiciones de trabajo de los trabajadores de los gobiernos subregionales: Los casos de Argentina, Brasil, Colombia, El Salvador y Perú (ilo.org)

				

			

		

	
		
			Capítulo 1: Argentina

			
1. Marco institucional y socio-estadístico laboral


			La Constitución de la Nación Argentina establece que su organización política es una república federal (art. 1) y presidencialista, conformada por el gobierno federal, los gobiernos provinciales, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los gobiernos municipales, con una amplia autonomía por el carácter descentralizador prescrito por la norma fundamental.

			La Constitución señala que cada provincia dicta su propia Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución, y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, debiendo el gobierno federal cumplir el rol de garante a cada provincia en el goce y ejercicio de sus instituciones (art. 5). Hay que tener presente que la república se constituye sobre la base de la unión de las provincias ante la disolución del virreinato durante el proceso de independencia.

			1.1. Los gobiernos provinciales y municipales en Argentina

			La estructura federal de la República Argentina está constituida en tres niveles de gobierno: el gobierno federal, los veintitrés gobiernos provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que es la capital federal y los gobiernos municipales. El siguiente cuadro distribuye las veintitrés provincias y los municipios que se ubican dentro de las provincias, así como la instancia intermedia que es el departamento, una división administrativa del gobierno provincial.

			Cuadro 1 Argentina: Distribución territorial según Provincias y Municipios40.

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Provincias

						
							
							Departamentos

						
							
							Municipios41

						
					

					
							
							Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA)42

						
							
							15

						
							
							15

						
					

					
							
							Buenos Aires

						
							
							135

						
							
							135

						
					

					
							
							Catamarca

						
							
							16

						
							
							36

						
					

					
							
							Chaco

						
							
							25

						
							
							70

						
					

					
							
							Chubut

						
							
							15

						
							
							47

						
					

					
							
							Córdoba

						
							
							26

						
							
							427

						
					

					
							
							Corrientes

						
							
							25

						
							
							74

						
					

					
							
							Entre Ríos

						
							
							17

						
							
							271

						
					

					
							
							Formosa

						
							
							9

						
							
							55

						
					

					
							
							Jujuy

						
							
							16

						
							
							60

						
					

					
							
							La Pampa

						
							
							22

						
							
							80

						
					

					
							
							La Rioja

						
							
							18

						
							
							18

						
					

					
							
							Mendoza

						
							
							18

						
							
							18

						
					

					
							
							Misiones

						
							
							17

						
							
							76

						
					

					
							
							Neuquén

						
							
							16

						
							
							57

						
					

					
							
							Río Negro

						
							
							13

						
							
							76

						
					

					
							
							Salta

						
							
							23

						
							
							60

						
					

					
							
							San Juan

						
							
							19

						
							
							19

						
					

					
							
							San Luis

						
							
							9

						
							
							68

						
					

					
							
							Santa Cruz

						
							
							7

						
							
							20

						
					

					
							
							Santa Fe

						
							
							19

						
							
							365

						
					

					
							
							Santiago del Estero

						
							
							27

						
							
							165

						
					

					
							
							Tierra del Fuego

						
							
							5

						
							
							3

						
					

					
							
							Tucumán

						
							
							17

						
							
							112

						
					

					
							
							Total

						
							
							529

						
							
							2,327

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC): Anuario Estadístico43

			En Argentina existen veintitrés provincias, pudiendo admitirse nuevas provincias, pero no pueden erigirse en el territorio de otra u otras, ni de varias formarse una sola, sin el consentimiento de una Legislatura de las provincias interesadas y del Congreso nacional (art. 13). Cada provincia dicta su propia Constitución, asegurando la autonomía municipal y regulando el alcance y contenido de su orden institucional, político, administrativo, económico y financiero (arts. 5 y 123 de la Constitución). Asimismo, las provincias conservan todo el poder no delegado por la Constitución nacional al gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación.

			En base a este modelo federal las relaciones entre el gobierno federal y los gobiernos provinciales son: a) subordinación: los ordenamientos provinciales deben ajustarse al ordenamiento federal; b) participación: las provincias tienen un espacio de colaboración con las decisiones del gobierno federal; c) coordinación: existen límites entre las competencias del gobierno federal y los gobiernos provinciales, mediante un reparto de ellas44. Por ello, a diferencia de otros modelos federales donde la regulación establece las fronteras de las competencias de los distintos niveles de gobierno, en el caso argentino, la Constitución nacional menciona, en diferentes apartados, el reparto de competencias. Así, se identifican seis tipos de competencias45:

			1)	Exclusivas del gobierno federal. Por ejemplo, la declaración del estado de sitio (art. 23 de la Constitución).

			2)	Exclusivas de las provincias. Por ejemplo, dictar sus propias constituciones y legislaciones procesales (art. 5 de la Constitución).

			3)	Concurrentes. Por ejemplo, establecer los impuestos indirectos internos (art. 75, inciso 2, párrafo 1° de la Constitución).

			4)	Excepcionales del gobierno federal. Por ejemplo, establecer los impuestos directos (art. 75, inciso 2, párrafo 1° de la Constitución).

			5)	Excepcionales de las provincias. Por ejemplo, dictar los códigos de fondo sino han sido sancionados por el Congreso (art. 126 de la Constitución).

			6)	Compartidas. Por ejemplo, la fijación de la capital federal (art. 3 de la Constitución).

			Para evitar las yuxtaposiciones institucionales entre los niveles de gobierno se han constituido los Consejos Federales en los diversos sectores, donde participan el gobierno federal y los gobiernos provinciales, de modo que se crea un espacio político de coordinación. Existe una amplia variedad de Consejos Federales, por ejemplo, Catastro (1958), Vivienda (1962), Cultura y Educación (1979), Medio Ambiente (1990), Trabajo (1999), etc.

			Cuadro 2 Argentina: Competencias de los gobiernos provinciales establecidas por la Constitución nacional (arts. 121-125)

			
				
					
				
				
					
							
							Competencias

						
					

				
				
					
							
							a) Conservar todo el poder no delegado por la Constitución nacional al gobierno federal, y el que expresamente se haya reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación.

							b) Regular sus propias instituciones locales y se rigen por ellas.

							c) Elegir a sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del gobierno federal.

							d) Asegurar la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero.

							e) Crear regiones para el desarrollo económico y social.

							f) Establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines.

							g) Celebrar convenios internacionales en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al gobierno federal o el crédito público de la Nación.

							h) Dominar los recursos naturales de su territorio.

							i) Celebrar tratados parciales para fines de administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con conocimiento del congreso federal46.

							j) Promover la industria, la inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad provincial, la introducción y el establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la exploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos fines, y con sus recursos propios.

							k) Conservar organismos de seguridad social para los empleados públicos y los profesionales.

							l) Promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura.

						
					

				
			

			Elaboración propia

			En resumen, las provincias argentinas tienen una competencia general sustentada en el art. 121 de la Constitución, donde conservan todo el poder no delegado expresamente al gobierno federal por la propia Constitución. A su vez, los gobiernos provinciales están obligadas a actuar conforme a la Constitución nacional, las leyes de la Nación y los tratados internacionales, de acuerdo a lo establecido en el art. 31 de la Constitución.

			La Ciudad Autónoma de Buenos Aires (en adelante CABA) es la capital de la nación (art. 129 de la Constitución) y tiene un régimen especial (art. 124 de la Constitución). Luego, el texto constitucional señala que tiene un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno es elegido directamente por el pueblo de la ciudad. Finalmente, dispone que el Congreso nacional convoca a los habitantes de la ciudad para que, mediante los representantes que elija para ese efecto, dicte el Estatuto Organizativo de sus instituciones (art. 129 de la Constitución). En ese marco se aprobó la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de 1996 que organiza sus instituciones autónomas y adopta un gobierno republicano y representativo, además del mencionado criterio de competencias gubernamentales propias: “La ciudad ejerce todo el poder no conferido por la Constitución Nacional al Gobierno Federal (art. 1 de la Constitución de la CABA)”. Por lo que la CABA tiene una equiparación al gobierno provincial dentro de la estructura federal.

			Cada provincia está dividida en departamentos. Cada departamento está dividido en distritos y en localidades. Las localidades que superan un cierto número de habitantes o son declaradas por una ley provincial, se denominan municipios.

			Los municipios son gobernados por un intendente y los concejales electos en sufragio directo por los habitantes de la localidad. La Constitución Nacional les reconoce autonomía municipal y debe ser establecida en las constituciones provinciales (art. 123)47. Los municipios tienen la atribución de promulgar su propio estatuto o carta orgánica, aunque esto viene sujeto a la regulación de las constituciones provinciales. Por ejemplo, en septiembre de 2020 solo 186 municipios a nivel nacional han sancionado su carta orgánica.

			Figura 1 Argentina: Organigrama del Estado Federal

			
				
					[image: ]
				

			

			Cuadro 3 Argentina: Competencias de los gobiernos municipales

			
				
					
				
				
					
							
							Competencias

						
					

				
				
					
							
							a) Promoción del desarrollo económico y social;

							b) Educación y cultura;

							c) Salud pública;

							d) Integración social y comunitaria;

							e) Cuidado del ambiente y mejoramiento de la calidad ambiental;

							f) Seguridad;

							g) Regulación urbanística;

							h) Sanidad e higiene urbana;

							i) Obra, mantenimiento y reconstrucción de la vía pública.

						
					

				
			

			Fuente: Recopilación de las normas constitucionales de las provincias argentinas

			En el plano de los recursos económicos para el funcionamiento del aparato público, Argentina tiene una serie de regulaciones de control público sobre el gasto, explicable por el contexto de constantes y graves crisis económicas que sufre el país, especialmente sobre las provincias y la CABA. La Ley N.º 27428 establece el régimen federal de responsabilidad fiscal y buenas prácticas de gobierno, donde se obliga al gobierno federal a presentar anualmente ante el Consejo Federal de Responsabilidad Fiscal el marco macro fiscal que incluye: a) Los resultados previstos —resultado primario y financiero— base devengado para el sector público de cada nivel de Gobierno; b) Las proyecciones de recursos de origen nacional detallando su distribución por régimen y por provincia y Ciudad Autónoma de Buenos Aires; c) La política salarial e impositiva que espera implementar y las proyecciones de las variables que se detallan a continuación: precios, producto bruto interno y tipo de cambio nominal. El índice de precios al consumidor debe contar con cobertura nacional publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos.

			En la misma ley se establece el marco de control sobre los gastos de las provincias y la CABA. Las leyes de presupuesto general de las administraciones provinciales, de la CABA y de la Administración Pública Nacional deben tener la autorización de la totalidad de los gastos y la previsión de la totalidad de los recursos, de carácter ordinario y extraordinario, afectados o no, de todos los organismos centralizados, descentralizados, de las instituciones de la seguridad social y los flujos financieros de los fondos fiduciarios. Asimismo, informar sobre las previsiones correspondientes a todos los entes autárquicos, los institutos, las empresas y sociedades del Estado del Sector Público no Financiero. Los recursos y gastos figurarán por sus montos íntegros, sin compensaciones entre sí. Esto no implica alterar las leyes especiales en cuanto a sus mecanismos de distribución o intangibilidad, en cuyo caso no están sometidas a las reglas generales de ejecución presupuestaria.

			Las principales fuentes de ingresos de los gobiernos provinciales, la CABA y los gobiernos municipales (en adelante los Gobiernos Sub Nacionales GSN) provienen de los impuestos, las transferencias desde el gobierno federal, los aranceles y tasas, los ingresos de propiedad, etc. Los gobiernos provinciales son los que gravan con impuestos directos a sus habitantes y recaudan por la explotación de recursos naturales de sus localidades. También pueden crear impuestos indirectos. En el caso de los gobiernos municipales, la principal fuente de ingresos son las tasas por la prestación de servicios a sus habitantes (servicios municipales). En algunos municipios se les permite gravar los vehículos y las propiedades urbanas, así como promulgar impuestos empresariales y medioambientales. Asimismo, los gobiernos provinciales se han financiado por medio de préstamos financieros, inclusive convirtiéndose en una fuente principal de sus ingresos, lo que provocó un incremento del déficit presupuestario del Estado argentino. Por ello, en junio de 2021 se dictó la Ley de Consolidación Fiscal que autorizó suspender los compromisos fiscales, incluyendo la adecuación de regímenes de recaudación, los modelos de devolución, compensación o transferencia de créditos y del impuesto sobre los automóviles.

			Conforme al estudio de la Organización Económica para la Cooperación y Desarrollo (OECD), en 2020 los ingresos provinciales representaron el 43,7 % de los ingresos públicos totales, 6 puntos porcentuales más que en 2016 (los datos de ingresos fiscales a nivel municipal no son públicos desde 2017). Los ingresos tributarios provinciales representaron la mayor proporción y ascendieron al 75,9 % de los ingresos provinciales totales, el 56,1 % de los ingresos tributarios públicos totales y el 13,1 % del PIB48.

			Conforme al mismo informe de la OECD, destaca que las tres cuartas partes de los ingresos de los gobiernos provinciales provienen de los impuestos y, a su vez, representa más de la mitad de los ingresos tributarios totales.

			La principal fuente de ingresos fiscales de las provincias proviene de su participación en el impuesto sobre las ventas, que representó el 29 % de los ingresos fiscales de las provincias en 2020 (3,8 % del PIB). Los ingresos provinciales por impuestos compartidos también incluyen aparte del impuesto a la renta (del cual el 4 % de los ingresos del impuesto a la renta se asigna a las provincias y una participación adicional a la Provincia de Buenos Aires), el 6,3 % del impuesto a los bienes personales (1 % del PIB y 7,9 % de los ingresos tributarios de las provincias) y los ingresos por impuestos al gas natural. Además, los impuestos propios de las provincias incluyen el impuesto a la propiedad (3,1 % de los ingresos tributarios provinciales y 0,4 % del PIB), el impuesto a la renta bruta (29,1 % de los ingresos tributarios provinciales y 3,8 % del PIB), el impuesto a los vehículos de motor (2,1 % de los ingresos tributarios provinciales y 0,3 % del PIB) y los impuestos de timbres y donaciones (2,9 % de los ingresos tributarios provinciales y 0,4 % del PIB).49

			1.2. El régimen laboral de los gobiernos provinciales y municipales

			El artículo 14 bis de la Constitución nacional reconoce el derecho a la estabilidad del empleado público y el artículo 16 garantiza el principio de igualdad ante la ley en la admisión de los empleos sin otra condición que la idoneidad, que, por supuesto, se aplica sobre los puestos de trabajo en la Administración pública.

			La Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional y su Anexo (Ley N.º 25164) es la norma general que regula las relaciones de los empleados públicos y el Estado argentino. Esto no impide que las Provincias y los Municipios dicten una regulación especial dentro de su jurisdicción. Por ejemplo, la Ley N.º 10430 de la Provincia de Buenos Aires regula el empleo público de la provincia. De este modo, la regulación provincial y municipal prevalece sobre la norma general, en razón al principio de especialidad y, a su vez, esta tiene carácter supletorio en caso no está regulada alguna materia por la norma especial. Sin embargo, en la práctica, la regulación provincial o municipal es armoniosa con la estructura de la Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional (en adelante, LMEPN).

			En cambio, la Ley del Contrato de Trabajo (Ley N.º 20744) y sus modificatorias que regula el régimen privado, excluye expresamente su aplicación sobre los empleados públicos. En efecto, en su artículo 2 señala:

			[…] Las disposiciones de esta ley no le serán aplicables: a) A los dependientes de la Administración Pública Nacional, provincial o municipal, excepto que por acto expreso se los incluya en la misma o en el régimen de convenciones colectivas de trabajo [la cursiva es mía].

			En otras palabras, la regla general es que la Ley del Contrato de Trabajo no se aplica a los empleados públicos, con dos excepciones. Por un lado, que expresamente el contrato celebrado disponga que se le aplique esta regulación; por otro lado, que el convenio colectivo de trabajo celebrado entre la entidad pública y el sindicato legitimado establezca que se aplica esta regulación. La LMEPN señala que al personal que preste servicios en organismos pertenecientes a la Administración Pública Nacional, y esté regido por los preceptos de la Ley de Contrato de Trabajo y modificatorias o la que se dicte en su reemplazo, se les aplicarán las previsiones contenidas en ese régimen normativo (art. 3).

			También la LMEPN permite la contratación temporal para la prestación de labores de carácter transitorio o estacional, aunque excluyendo las funciones propias del régimen de carrera administrativa y que no puedan ser cubiertos por personal de planta permanente. La misma regulación señala que el personal contratado en esta modalidad no puede superar en ningún caso el porcentaje que se establezca en el convenio colectivo de trabajo, el que tiene directa vinculación con el número de trabajadores que integren la planta permanente del organismo. Dicho personal es equiparado en los niveles y grados de la planta permanente y percibe la remuneración de conformidad con la correspondiente al nivel y grado respectivo. Asimismo, la Ley de Presupuesto fija anualmente los porcentajes de las partidas correspondientes que pueden ser afectados por cada jurisdicción u organismo descentralizado para la aplicación del referido régimen (art. 9). Esto se plasma en que el aparato público argentino puede celebrar la contratación de personal bajo contratos civiles de locación de servicios que materializan una relación de derecho privado no laboral50. Conforme al Decreto 2345/2008 cabe la contratación sobre la prestación de servicios profesionales autónomos a título personal, pero quedan excluidos para el desarrollo de actividades administrativas o de servicios generales.

			Finalmente, la LMEPN establece un régimen de prestación de servicios del personal de gabinete de las autoridades superiores, que es reglamentado por el Poder Ejecutivo, comprendiendo solamente para funciones de asesoramiento, o de asistencia administrativa, lo que se identifica con el personal de confianza de la autoridad pública. Este tipo de personal cesa en sus funciones simultáneamente con la autoridad cuyo gabinete integra y su designación puede ser cancelada en cualquier momento.

			En resumen, se puede establecer que los cuatro regímenes de regulación en el empleo público argentino son:

			•	El régimen de la carrera administrativa (Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional y su Anexo, Ley N.º 25164 y las leyes provinciales sobre la materia; Reglamento de LMEPN, Decreto 1421/2002).

			•	El régimen de la contratación temporal en la administración pública por medio de contratos de locación de servicios (Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional, Art. 9 de la Ley N.º 25164 y Decreto 2345/2008).

			•	El régimen del personal de gabinete o de confianza (Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional, Art. 9 de la Ley N.º 25164, Art. 10).

			•	El régimen excepcional de la Ley del Contrato de Trabajo (Ley N.º 20744).

			También se debe mencionar que existe un régimen especial para los docentes de la Educación pública (Ley Federal de la Educación, Ley N.º 24195), el régimen del servicio exterior de la nación (Ley N.º 20957), el régimen de la policía federal (Ley N.º 21965) y las provincias tienen su propia legislación sobre su policía.

			1.3. La estructura del empleo en los gobiernos provinciales y municipales

			Las atribuciones normativas que gozan las provincias argentinas les permite regular directamente el ingreso del personal en sus gobiernos y en los municipios de su jurisdicción. La revisión y análisis de las 23 provincias resulta excesivo para el propósito del estudio, por lo que se concentra en la legislación del gobierno federal que marca la pauta nacional y la legislación de la provincia de Buenos Aires, la más poblada y con el mayor número de empleados públicos, en términos comparativos para identificar sus similitudes y diferencias, por lo que permite contar con un parámetro en esta materia. Este criterio va a ser utilizado en los demás acápites del estudio.

			La LMEPN establece que un órgano rector es el responsable en materia de empleo público y autoridad de aplicación e interpretación de las disposiciones de este régimen. El Decreto N.º 993/91 crea el Sistema Nacional de Profesión Administrativa (SINAPA) y regula el proceso de selección del personal que ingresa a la carrera administrativa del aparato público del país.

			Anteriormente señalamos que la LMEPN regula tres regímenes principales en su ámbito de aplicación. Aquí interesa estudiar el primero de ellos, los empleados públicos nombrados que gozan del régimen de estabilidad al ingresar en la carrera administrativa por los mecanismos de selección prescritos en un concurso público.

			Para ingresar a la carrera administrativa, la LMEPN establece una serie de requisitos vinculados a la nacionalidad del postulante, las condiciones de conducta e idoneidad, y la aptitud psicofísica para el cargo, así como una serie de causales que impiden el ingreso, prescribiendo la Ley que la violación de los requisitos conduce a la nulidad del nombramiento (arts. 4, 5 y 6).

			El Decreto 993/91 señala que el sistema de selección debe establecer las pautas generales de los procedimientos destinados a valorar los conocimientos, habilidades y aptitudes del postulante conforme al perfil de la función de que se trate y el mérito correspondiente para la cobertura de las vacantes en los distintos niveles para el acceso a las funciones ejecutivas. La norma prescribe que existen tres tipos de concursos: internos, generales y abiertos.

			En el caso de la provincia de Buenos Aires, la Ley N.º 10430 regula el régimen general de la Administración pública provincial y se extiende su aplicación al resto de las entidades públicas cuando exista una adhesión expresa de las autoridades respectivas y con los alcances que la misma disponga. Al igual que la ley federal, la Ley N.º 10430 regula los requisitos de las personas que ingresan a la Administración pública provincial: nacionalidad, edad, educación, salud y aptitud psicofísica; así como un listado de impedimentos para el ingreso. A su vez, el ingreso se implementa por el nivel inferior o cargo de menor jerarquía, correspondiente a la función o tarea, debiendo cumplir los requisitos que para el desempeño del mismo se establezcan legal y reglamentariamente. La selección se realiza por la autoridad competente de la Administración pública, o que la reglamentación determine, por medio del sistema de concurso y oposición que garantice la igualdad de oportunidades y la transparencia del proceso selectivo para quienes deseen acceder a los cargos públicos. El nombramiento del personal es efectuado por el Poder Ejecutivo a propuesta de la jurisdicción interesada, previa intervención de los organismos competentes en el tema, los que verifican que se cumplan debidamente los requisitos exigidos.

			En el plano municipal, la Ley N.º 14656 de la Provincia de Buenos Aires regula el régimen laboral de los municipios de la provincia, señalando que sus trabajadores se rigen por las ordenanzas dictadas por los departamentos deliberativos y por los convenios colectivos de trabajo. En su artículo 2 establece que el ingreso al empleo público municipal se formaliza mediante acto administrativo emanado de autoridad competente, previo concurso público abierto o procedimiento especial de selección, de conformidad con las reglas que se establezcan por vía reglamentaria o convencional, debiendo ingresar por la categoría correspondiente al grado inferior de la clase inicial de cada agrupamiento. Excepcionalmente, se puede ingresar por otra categoría cuando el trabajador acredite capacidad manifiesta o formación suficiente para la cobertura de la misma, mediante acto administrativo de designación debidamente fundado. Asimismo, tiene una estipulación que promueve la incorporación de empleados municipales con discapacidad. Al igual que en las previas regulaciones, también hay una serie de requisitos e incompetencias exigibles para que una persona pueda acceder al empleo municipal.

			Habría que agregar que para alcanzar la estabilidad en el empleo público se requiere cumplir el período de prueba. En el caso del gobierno federal es de 12 meses de prestación efectiva de trabajo (art. 17, a de la LMEPN); en el gobierno provincial de Buenos Aires es de 6 meses de servicio efectivo (art. 6 de la Ley N.º 10430); y, en los gobiernos municipales de las provincias bonaerenses es de 12 meses (art. 4 de la Ley N.º 14656). Aquí se muestra un ejemplo de disparidad en las regulaciones sobre la materia.

			En resumen, en los tres niveles de gobierno hay una similitud de criterios para el ingreso a la carrera administrativa municipal, donde el concurso público es el principal mecanismo de acceso.

			La estadística oficial laboral muestra que en octubre de 2023 más de tres millones de argentinos son asalariados públicos, específicamente 3´495.900 personas son trabajadores registrados que laboran en el sector público, con una variación anual positiva 3.2 % respecto al año anterior, donde se registró 3´387,400 para octubre de 202251.

			En base a la encuesta anual de hogares urbanos, el Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (CIPPEC) señala que entre 2010 a 2014 creció el empleo a casi 3,9 millones de personas en el sector público y representó 18,8 % de la población ocupada. Asimismo, sostiene que 80 % de los empleados públicos laboraban en las provincias y municipios del país, resaltando que casi 70 % del crecimiento del empleo público se produjo entre el 2001 y el 2014, donde el empleo público provincial explica 51 % de este aumento, seguidos por los gobiernos locales con 32 % y el gobierno federal 6 %52. Esta disminución se explicaría por la promulgación del Decreto 245/2015 durante el gobierno de Macri, donde se revisaron los concursos de selección de los últimos dos años y las designaciones efectuadas en los últimos tres años. A esto se agrega la Decisión Administrativa 12/2007 que dispuso el congelamiento de cargos y el establecimiento límites a la contratación personal53.

			En el siguiente cuadro mide la evolución del empleo en la Administración pública dentro del período 2003-2020 respecto al empleo total argentino. El empleo público no supera 9 % durante todo el período, inclusive en 2003 que representa el 8,4 %, esa misma cifra casi se reproduce en 2020, lo que evidencia una estabilidad. Las cifras contradicen la fuerte caída del empleo público en estos años, si bien se produce una disminución relativa de 0,3 % entre 2012 y 2016, se recupera en los siguientes años hasta 2020. También debe resaltarse que, en términos relativos, el empleo argentino se mantiene estable en la mayoría de los sectores económicos, salvo la caída en la industria y las actividades primarias, compensada por el crecimiento de los sectores construcción y servicios.

			Cuadro 4 Argentina: Evolución del empleo según sector económico 2003-2020 (en porcentaje)54

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Indicadores

						
							
							2003

						
							
							2006

						
							
							2009

						
							
							2012

						
							
							2016

						
							
							2019

						
							
							2020

						
					

					
							
							Actividades primarias

						
							
							2,2

						
							
							1,4

						
							
							1,9

						
							
							1,7

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,8

						
					

					
							
							Industria de baja tecnología

						
							
							7,2

						
							
							7,3

						
							
							6,7

						
							
							6,7

						
							
							6,5

						
							
							5,8

						
							
							7,7

						
					

					
							
							Industria de alta tecnología

						
							
							6,1

						
							
							6,9

						
							
							7,0

						
							
							6,6

						
							
							6,0

						
							
							5,4

						
							
							5,8

						
					

					
							
							Construcción

						
							
							7,3

						
							
							9,3

						
							
							8,9

						
							
							9,1

						
							
							9,1

						
							
							9,1

						
							
							10,3

						
					

					
							
							Comercio

						
							
							23,9

						
							
							24,2

						
							
							23,4

						
							
							23,1

						
							
							22,4

						
							
							23,4

						
							
							21,0

						
					

					
							
							Transporte

						
							
							7,3

						
							
							6,9

						
							
							7,2

						
							
							8,1

						
							
							6,9

						
							
							6,7

						
							
							5,7

						
					

					
							
							Servicios

						
							
							9,4

						
							
							9,6

						
							
							10,2

						
							
							10,1

						
							
							11,0

						
							
							11,1

						
							
							11,5

						
					

					
							
							Administración pública

						
							
							8,4

						
							
							7,1

						
							
							7,6

						
							
							8,7

						
							
							8,4

						
							
							8,4

						
							
							8,6

						
					

					
							
							Educación y salud

						
							
							21,1

						
							
							19,3

						
							
							19,7

						
							
							18,7

						
							
							20,2

						
							
							20,8

						
							
							21,3

						
					

					
							
							Trabajo doméstico

						
							
							7,1

						
							
							8,0

						
							
							7,4

						
							
							7,3

						
							
							7,9

						
							
							7,7

						
							
							6,4

						
					

					
							
							TOTAL

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
					

				
			

			Fuente: CEDLAS (EPHC)

			El siguiente cuadro mide la evolución del empleo público en base al asalariado registrado del sector público que se refiere a los trabajadores declarados por los organismos y dependencias municipales, provinciales y nacionales. Conforme al cuadro, la variación del crecimiento del empleo público en este período de años es de 9,6 %, donde solo en 2018 se produjo un leve retroceso de asalariados públicos. Las cifras muestran una cierta estabilidad tendiente al crecimiento en el número de personas que laboran en el aparato público argentino en el último lustro que se acelera después de la pandemia.

			Cuadro 5 Argentina: Evolución de asalariados públicos registrados 2015-202255

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Indicador

						
							
							2015

						
							
							2016

						
							
							2017

						
							
							2018

						
							
							2019









OEBPS/font/AGaramondPro-Italic.ttf


OEBPS/font/AGaramondPro-Regular.ttf


OEBPS/font/Calibri.ttf


OEBPS/image/portada.jpg
MiGueL E CaNEssa MONTEjO

EL EMPLEO PUBLICO EN ARGENTINA,
BRASIL, COLOMBIA, EL SALVADOR Y PERU:

Las condiciones de trabajo en los gobiernos subregionales

Presentacién de Carlos Carrién-Crespo

(, — ESCUELA DE
Mzilestna enL o POSGRADO
R orales =~
PAI_[SIRA elaciones La =~ PUCP

PALESTRA EDITORES
Liva — 2024





OEBPS/font/AGaramondPro-Bold.ttf


OEBPS/image/Portada_Canessa_epub.jpg
Miguel F. Canessa Montejo

El empleo publico en
Argentina, Brasil, Colombia,
El Salvador y Pera:

Las condiciones de trabajo

en los gobiernos subnacionales

& i @ Somane
PAI_[S[R A Relaciones Laborales =~ PUCP





OEBPS/font/GandhiSans-Regular.otf


OEBPS/font/GandhiSans-Italic.otf


OEBPS/font/TrajanPro-Regular.ttf


OEBPS/image/Figura_1.jpg
Ciudad Aut6noma

de Buenos Aires






